Manuel Salvador Salgado Amador y Gloria Lavara Mejía, Diputados a la LX Legislatura del H. Congreso de la Unión, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, con fundamento en los artículos 71, fracción II y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, 56 y 60 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, solicitamos se turne a las Comisiones correspondientes para su dictamen y posterior discusión en el Pleno de la Cámara de los Diputados de la LX Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa con proyecto de Decreto al tenor se la siguiente:

EXPOSICIÓN DE LOS MOTIVOS

Nuestro sistema jurídico se sustenta esencialmente en los preceptos que, los sujetos encargados de expedir normas, nos otorgan.
De ahí que cualquier ordenamiento legal tiene fuerza vinculatoria para todos los sujetos por que en cualquier sociedad civilizada, el convencionalismo y el orden en el que todos participan y de común reafirman en su convivencia, establecen los parámetros para sancionar u obligar a aquellos que, de alguna manera, transgreden el orden social. Los principios o fundamentos de las normas de derecho deben, en todo momento, prevalecer; sobre la actuación libre y voluntaria de los sujetos.
Nuestra Constitución Política como resultado de nuestro “pacto social”, más allá de sus orígenes revolucionarios, o teorías que explican su estructura, es la NORMA MÁXIMA en que los sujetos (todos) deben sujetar su actuación.

Las Garantías Individuales, como instrumento de defensa de los derechos humanos, nos permiten hacer frente al actuar arbitrario de la Autoridad. De ahí su importancia como medio procesal, pero no único, frente a la violación de derechos fundamentales como la vida, la propiedad privada, la libertad, entre otros. El Estado Mexicano, como Estado de derecho debe, en cualquier momento actuar conforme a sus facultades; siempre velando por el respeto y protección de la persona humana y de sus derechos.
Como elemento del Estado, el pueblo, el individuo, el centro de imputación normativa, el sujeto de derecho; en suma, la persona humana es el elemento esencial o existencial de aquel, por ello deben ser salvaguardados sus derechos en lo individual y en lo colectivo, frente al Ejercicio del Poder Público a través de sus entidades u órganos.
Quedando clara la importancia de los medios de defensa que se nos “ha otorgado”, es necesario entender la obligación constitucional que el Estado tiene de otorgar seguridad pública a sus ciudadanos.
El Estado a través del Gobierno, tiene a su cargo diversas acciones a fin de mantener el orden y la paz social. De ahí, que con la evolución de la sociedad se determinó que un tercero, al que se le dotara de autoridad y poder, dirimiera las controversias, defendiera y en su caso sancionara a quien o quienes actuaran fuera de lo pactado.
De este “compromiso” entre las partes se determinó que el monopolio en la aplicación de la fuerza, quedara reservada al Estado. Ejemplo claro lo encontramos en el artículo 17 de nuestro Máximo Ordenamiento cuando el Constituyente determina que:
Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho.

...

...

...

Así fundamento este, del monopolio de la fuerza por parte del Estado, es que este por ende, tiene la obligación de aplicar justicia y de proteger, a través de las fuerzas de seguridad pública, a los ciudadanos.
Hoy día, el índice delincuencia ha ido aumentando peligrosa y alarmantemente. El Estado y los instrumentos legales que tradicionalmente ha tenido, para hacer frente a dicho fenómeno, ya no son suficientes. En ocasiones, en aras de cumplir con su obligación de proteger y garantizar la seguridad personal de las personas, actúa extralimitándose en sus facultades. Acción esta de gran peligro para cualquier sociedad moderna, pues basta recordar los hechos sucedidos en la Argentina y Chile de los 70 para entender el riesgo de que el Estado, el Gobierno sobre pase su actuación. Las Fuerzas Armadas de un País, deben actuar siempre apegadas a las leyes y el bienestar de la nación.
Es así que en nuestro país, el actual régimen ha considerado necesario el utilizar al Ejército, Fuerza Aérea y la Armada de México, en su lucha en contra del crimen organizado. Su razón ha sido el cumplir y garantizar la salvaguarda de los mexicanos y sus derechos, sin embargo, en años recientes la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha puesto en duda los operativos de seguridad implementados por el Gobierno a fin de abatir el incremento de violencia y de conductas delictivas realizadas por los cárteles de las drogas.
Así, derivado del ejercicio de la acción de Amparo en contra de la detención realizada por el Ejército Mexicano a través de un operativo en vías generales de comunicación, en donde resultó la detención de un conductor de un vehículo de transporte terrestre federal, a quien a través de una inspección realizada en un “retén” le fueron encontrados en su vehículo diversos paquetes que contenían estupefacientes, por ello, cuando el asunto llegó a nuestro más Alto Tribunal, diversos Ministros cuestionaron la “constitucionalidad” de los operativos o retenes y de los resultados y efectos que éstos, puedan tener durante la indagatoria y el proceso penal en contra de un indiciado o procesado.
Así la Ministra Olga Sánchez Cordero, se pronunció por el otorgar el Amparo y Protección de la Justicia Federal, en virtud de considerar que el acto administrativo realizado por la Secretaría de la Defensa Nacional, violentaba las garantías de legalidad y debido proceso, pues la legalidad de las pruebas obtenidas en dichos operativos, quedan en duda. Pues, conforme la propia Constitución es el Ministerio Público es quien integra la averiguación previa y se va allegando de los medios probatorios necesarios y suficientes para la consignación y sujeción a un proceso de un presunto delincuente.
NUESTRA PROPUESTA

Derivado de lo anterior y dado que nuestro sistema constitucional no faculta al Ejecutivo Federal para la utilización de las Fuerzas Armadas en operativos policíacos, ni tampoco permite la violación del derecho de libre tránsito so pretexto de la realización de investigaciones contra el crimen organizado, es que se pretende la reforma a diversos numerales de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
En primer término, se pretende la reforma del artículo 11, mismo que prevé la libertad de tránsito hacia el exterior, interior y dentro del territorio nacional. Con ello, se pretende “suspender” o “limitar” dicho derecho siempre que se lleve a cabo un operativo de seguridad y que se encuentre dirigido a combatir el crimen organizado y se halle debidamente reglamentado en la ley aplicable. 

Con esta reforma se garantiza que el Estado, al llevar a cabo operativos conocidos como “retenes” pueda limitar, con los requisitos señalados, el libre tránsitos de las personas.

Por otra parte, debemos retomar el cuestionamiento que los Ministros realizaron al pronunciarse sobre el tema que nos ocupa. Este cuestionamiento tiene relación la validez o no, y la consiguiente producción de consecuencias de derecho de las pruebas obtenidas a través de un acto “claramente violatorio de la Constitución”. Es decir, que los medios probatorios obtenidos por la autoridad castrense deben carecer de fuerza legal, en virtud de que fueron obtenidas a través de un acto ilegal e inconstitucional, por tanto el Ministerio Público y, en su momento, el Juez de la causa, no debieran tomar en cuenta dichas pruebas durante las etapas para y procesales de la vía penal, pues de lo contrario, todo medio probatorio obtenido de forma ilegal, en cualquier proceso, debiera tomarse en cuenta. Esto traería como consecuencia el actuar abusivo y la inseguridad jurídica de los ciudadanos frente al Estado y el Ministerio Público.
En esta virtud, es que hemos considerado reformar el artículo 16 de la Constitución Política a fin de establecer la calidad de los medios probatorios obtenidos a través de la realización de estos operativos. Por ello hemos considerado establecer en dicho numeral, lo siguiente:
Las detenciones de presuntos responsables, así como la obtención de las pruebas o instrumentos del delito, deberán ser presentados ante el Ministerio Público de la Federación o Juez Penal competente, dentro de las 24 horas siguientes a su realización. Dichas acciones y las pruebas obtenidas, surtirán todos los efectos legales correspondientes.
Con ello, garantizamos que la actuación de la autoridad administrativa-castrense y los medios comisivos y probatorios, tengan validez y efectos plenos dentro de la indagatoria y el proceso.
Otro cuestionamiento que en el Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, en esta Cámara de Diputados nos hemos hecho, tiene relación con la utilización de fuerzas militares en los operativos de seguridad pública.
Para nosotros, si bien es cierto hemos apoyado las acciones emprendidas por el C. Presidente de la República, en materia de seguridad pública; también lo es que no nos encontramos del todo seguros de la constitucionalidad y/o legalidad del uso de las Fuerzas Armadas nacionales en el combate a la delincuencia. Por ello, es que dentro del artículo 21 constitucional, promovemos la inclusión de un párrafo a fin de establecer la facultad del Ejecutivo de la Unión para utilizar en tareas de seguridad pública, a las Fuerzas Castrenses garantizando así el Estado de Derecho, el principio de legalidad y la salvaguarda al estado de excepción previsto en el artículo 29 de la Constitución General.
De ahí, que se propone la siguiente redacción:

El Ejecutivo Federal, previo acuerdo con los integrantes del Sistema Nacional de Seguridad, y con conocimiento del Senado de la República, podrá emplear a las Fuerzas Armadas Nacionales, en la realización de operativos de seguridad, en parte o en todo el territorio nacional, a fin de combatir el crimen organizado, conforme a las disposiciones aplicables.

En cuanto a las reformas propuestas a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada, la Ley Orgánica de la Armada de México y de la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea debemos mencionar que tienen como finalidad el empatar, las reformas propuestas a los numerales constitucionales con sus respectivas leyes.
Por lo expuesto, el Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México en la Cámara de los Diputados somete a consideración de esta H. Cámara, la siguiente iniciativa con proyecto de:

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULO 11, 16 Y 21 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS; Y, SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS  12  DE LA LEY FEDERAL CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA, 29 Y 30  DE LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, 2º  DE LA LEY ORGÁNICA DE LA ARMADA DE MÉXICO, ASÍ COMO EL ARÍCULO  1º LA LEY ORGÁNICA DEL EJÉRCITO Y FUERZA AÉREA, EN MATERIA DE OPERATIVOS DE SEGURIDAD.
ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforma el artículo 11; se adiciona un segundo párrafo al artículo 16, recorriéndose los existentes; se adiciona un último párrafo al artículo 21, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 11. Todo hombre tiene derecho para entrar en la República, salir de ella, viajar por su territorio y mudar de residencia, sin necesidad de carta de seguridad, pasaporte, salvo-conducto u otros requisitos semejantes. El ejercicio de este derecho estará subordinado a las facultades de la autoridad judicial, en los casos de responsabilidad criminal o civil, y a las de la autoridad administrativa, por lo que toca a las limitaciones que impongan las leyes sobre emigración, inmigración, salubridad general de la República y por combate al crimen organizado, conforme a la legislación aplicable, o sobre extranjeros perniciosos residentes en el país.

Artículo 16. …
En los operativos de seguridad y combate a la delincuencia, la autoridad administrativa podrá, conforme a lo dispuesto en la ley aplicable, realizar operativos en el territorio nacional, en vías generales de comunicación o en los lugares que así lo requieran, conforme al enunciado final del artículo 11 de esta Constitución. Las detenciones de presuntos responsables, así como la obtención de las pruebas o instrumentos del delito, deberán ser presentados ante el Ministerio Público de la Federación o Juez Penal competente, dentro de las 24 horas siguientes a su realización. Dichas acciones y las pruebas obtenidas, surtirán todos los efectos legales correspondientes.
…
…
…
…
…
…
…
…
…
…
…
…
Artículo 21. …
…
…
…
…
…
…
El Ejecutivo Federal, previo acuerdo con los integrantes del Sistema Nacional de Seguridad, y con conocimiento del Senado de la República, podrá emplear a las Fuerzas Armadas Nacionales, en la realización de operativos de seguridad, en parte o en todo el territorio nacional, a fin de combatir el crimen organizado, conforme a las disposiciones aplicables.
ARTÍCULO SEGUNDO.- Se adicionan dos párrafos al artículo 12  de la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada, para quedar como sigue:

Artículo 12.- …

En los operativos de seguridad y combate a la delincuencia, la autoridad administrativa podrá ordenar la realización de operativos en el territorio nacional, en vías generales de comunicación o en los lugares que así lo requieran. Las detenciones de presuntos responsables, así como la obtención de las pruebas o instrumentos del delito, deberán ser presentados ante el Ministerio Público de la Federación o Juez Penal competente, dentro de las 24 horas siguientes a su realización. Dichas acciones surtirán todos los efectos legales correspondientes.

El Ejecutivo Federal, previo acuerdo de los integrantes del Sistema Nacional de Seguridad, con conocimiento del Senado de la República, podrá emplear a las Fuerzas Armadas Nacionales, en la realización de operativos de seguridad a fin de combatir el crimen organizado, conforme a lo previsto en este artículo y demás ordenamientos aplicables.

ARTÍCULO TERCERO.- Se adiciona una fracción XX y se recorre la actual, al artículo 29; y se reforma la fracción VII del artículo 30, ambos de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, para quedar como sigue:
Artículo 29.- A la Secretaría de la Defensa Nacional, corresponde el despacho de los siguientes asuntos:

I. a la XIX. …

XX. Intervenir en operativos de seguridad pública, dentro del marco de combate a la delincuencia organizada; y,

XXI.- Los demás que le atribuyan expresamente las leyes y reglamentos.
Artículo 30.- A la Secretaría de Marina corresponde el despacho de los siguientes asuntos:

I.- a la VI.- …

VII.- Ejercer funciones de policía marítima para mantener el estado de derecho en las zonas marinas mexicanas y participar en operativos de seguridad pública dentro de su jurisdicción, dentro del marco jurídico de combate a la delincuencia organizada;

VII bis.- a la XXVI.- …
ARTÍCULO CUARTO.- Se reforma la fracción IX del artículo 2º de la Ley Orgánica de la Armada de México, para quedar como sigue:

Artículo 2.- Son atribuciones de la Armada de México, las siguientes:

I. a la VIII.- …

IX. Garantizar el cumplimiento del orden jurídico en las zonas marinas mexicanas por sí o coadyuvando con las autoridades competentes en el combate al terrorismo, contrabando, piratería en el mar, robo de embarcaciones pesqueras, artes de pesca o productos de ésta, tráfico ilegal de personas, armas, estupefacientes y psicotrópicos; coadyuvar en la realización de operativos de seguridad pública, en el marco de la Ley Federal Contra la delincuencia Organizada y demás legislaciones aplicables;

X. a XV.- …
ARTÍCULO QUINTO.- Se adiciona una fracción V y se recorre la actual del artículo 1º de la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicana, para quedar como sigue:

ARTICULO 1/o. El Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, son instituciones armadas permanentes que tienen las misiones generales siguientes:

I. a III. …
IV. Realizar acciones cívicas y obras sociales que tiendan al progreso del país; 

V. Participar en operativos de seguridad pública por sí o conjuntamente con otras Dependencias del Ejecutivo Federal, en operativos dentro del marco de la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada; y,
VI. En caso de desastre prestar ayuda para el mantenimiento del orden, auxilio de las personas y sus bienes y la reconstrucción de las zonas afectadas. 

TRANSITORIO

ÚNICO.- La presente reforma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en la sede de la Cámara de los Diputados del Honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a los trece días del mes de noviembre de dos mil siete.
	Dip. Manuel S. Salgado Amador
	Dip. Gloria Lavara Mejía
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Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos y diversos ordenamientos en Materia de Operativos de Seguridad.
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